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“Por medio del cual se adiciona un artículo al Título 24 de la Parte 14 del Libro 2 del Decreto 
1071 de 2015, Único Reglamentario del Sector Administrativo Agropecuario, Pesquero y de 
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EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
 

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en particular las que le confiere el numeral 
11 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y el numeral 3 del artículo 59 de la Ley 489 

de 1998, y los artículos 1, 2, 4, 7, 12 y 43 de la ley 160 de 1994 y, 
 

 
CONSIDERANDO 

 
Que la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Campesinos y de 
Otras Personas que Trabajan en las Zonas Rurales, adoptada en Nueva York, el 28 de 
septiembre de 2018, establece en su Artículo 2 que "1. Los Estados respetarán, protegerán 
y harán efectivos los derechos de los campesinos y de otras personas que trabajan en las 
zonas rurales. Adoptarán sin demora las medidas legislativas, administrativas y de otro tipo 
que resulten apropiadas para alcanzar progresivamente la plena efectividad de los 
derechos de la presente Declaración que no puedan garantizarse de forma inmediata. 2. 
Al aplicar la presente Declaración se prestará una atención particular a los derechos y las 
necesidades especiales de los campesinos y de otras personas que trabajan en las zonas 
rurales, en especial las personas de edad, las mujeres, los jóvenes, los niños y las personas 
con discapacidad, teniendo en cuenta la necesidad de luchar contra las formas múltiples 
de discriminación (...)". 
 
Que el artículo 2 de la Constitución Política establece que, dentro de los fines esenciales 
del Estado, se encuentra el de "(...) promover la prosperidad general y garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución (...)" 
 
Que los artículos 64 y 65 constitucionales establecen la obligación Estatal de promover el 
acceso progresivo a la propiedad de la tierra, y priorizar e impulsar el desarrollo integral de 
las actividades agrícolas. En particular el artículo 64 de la Carta, modificado mediante Acto 
Legislativo 01 en el 2023 reconoce que el campesinado es sujeto de derechos y de especial 
protección constitucional, y que tiene un relacionamiento especial con la tierra basado en 
la producción de alimentos en virtud de lo cual el Estado reconoce la dimensión económica, 
social, cultural y ambiental del campesinado y velará por la protección, respeto y garantía 
de sus derechos individuales y colectivos, con el objeto de lograr la igualdad material desde 
enfoques de género, etario y territorial, el acceso a bienes y derechos como a la educación 
de calidad, la vivienda, la salud, los servicios públicos domiciliarios, vías terciarias, la tierra, 
el territorio, un ambiente sano, el acceso e intercambio de semillas, los recursos naturales 
y la diversidad biológica, el agua, la participación reforzada, la conectividad digital, la 
mejora de la infraestructura rural, la extensión agropecuaria y empresarial, asistencia 
técnica y tecnológica, agregando valor y medios de comercialización para sus productos. 
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Que en el artículo 1 de la Ley 160 de 1994 "Por la cual se crea el Sistema Nacional de 
Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, se establece un subsidio para la 
adquisición de tierras, se reforma el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria y se dictan 
otras disposiciones", se traza como uno de sus objetivos “Segundo. (…) dotar de tierras a 
los hombres y mujeres campesinos de escasos recursos, mayores de 16 años que no la 
posean, a los minifundistas, mujeres campesinas jefes de hogar (...) y a los beneficiarios 
de los programas especiales que establezca el Gobierno Nacional. Cuarto. Elevar el nivel 
de vida de la población campesina, generar empleo productivo en el campo y asegurar la 
coordinación y cooperación de las diversas entidades del Estado (…). Quinto. fomentar la 
adecuada explotación y la utilización social de las aguas y de las tierras rurales aptas para 
la explotación silvoagropecuaria, y de las tierras incultas, ociosas o deficientemente 
aprovechadas, mediante programas que provean su distribución ordenada y su racional 
utilización. Y Séptimo. Promover, apoyar y coordinar el mejoramiento económico, social y 
cultural de la población rural y estimular la participación de las organizaciones campesinas 
en el proceso integral de la Reforma Agraria y el Desarrollo Rural Campesino para lograr 
su fortalecimiento”. 

 
Que el mismo artículo establece otros objetivos para el Sistema que buscan llenar de 
integralidad dicho acceso a la tierra, dirigido a fomentar una adecuada explotación y la 
utilización social de las aguas y de las tierras rurales aptas para la explotación 
silvoagropecuaria, acrecentando el volumen global de la producción agrícola, ganadera, 
forestal y acuícola, en armonía con el desarrollo de los otros sectores económicos; así 
como aumentar la productividad de las explotaciones y la eficiente comercialización de los 
productos agropecuarios y procurar que las aguas y tierras se utilicen de la manera que 
mejor convenga a su ubicación y características. 
 
Que el artículo 1 de la Ley 2294 de 2023, "Por el cual se expide el Plan Nacional de 
Desarrollo 2022-2026 -Colombia Potencia Mundial de la Vida", tiene como objetivo "sentar 
las bases para que el país se convierta en un líder de la protección de la vida a partir de la 
construcción de un nuevo contrato social que propicie la superación de injusticias y 
exclusiones históricas, la no repetición del conflicto, el cambio de nuestro relacionamiento 
con el ambiente y una transformación productiva sustentada en el conocimiento y en 
armonía con la naturaleza. Este proceso debe desembocar en la paz total, entendida como 
la búsqueda de una oportunidad para que todos podamos vivir una vida digna, basada en 
la justicia; es decir, en una cultura de la paz que reconoce el valor excelso de la vida en 
todas sus formas y que garantiza el cuidado de la casa común". 
 
Que el artículo 51 de la mencionada ley, modificó el artículo 2 de la Ley 160 de 1994, así: 
"Créase el Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural como mecanismo 
obligatorio de planeación, coordinación, ejecución, evaluación y seguimiento de las 
actividades dirigidas a la materialización de la reforma agraria y la reforma rural integral, 
desarrollando los mandatos y salvaguardas contenidas en el acuerdo de Paz, con el fin de 
mejorar la calidad de vida, garantizar los derechos territoriales y los planes de vida de los 
trabajadores agrarios, y las personas, comunidades campesinas, comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales, palenqueras y pueblos indígenas; y proteger y promover la 
producción de alimentos, sus economías propias y consolidar la paz con enfoque 
territorial." 
 
Que el artículo 52 del Plan Nacional de Desarrollo modificó el artículo 4 de la Ley 160 de 
1994, y dispuso que, el Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural se 
compone de ocho subsistemas que serán liderados por el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, en conjunto con diversas entidades que hacen parte del Sistema.  
 
Que en el marco de la reactivación y ejecución del Sistema Nacional de Reforma Agraria y 
Desarrollo Rural y especialmente del despliegue de los 8 subsistemas, el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural ha identificado la necesidad de robustecer la gestión del 
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acceso a la tierra como factor productivo, lograr la seguridad jurídica sobre ésta, y promover 
su uso en cumplimiento de la función social y ecológica de la propiedad. 
 
Que el artículo 12, numerales 11 y 12, de la Ley 160 de 1994, incluyen dentro de las 
funciones de la autoridad de tierras “Ejecutar programas de apoyo a la gestión empresarial 
rural dirigidos a los beneficiarios de esta Ley, a fin de habilitarlos para recibir los servicios 
de…”  capacitación, asistencia técnica agrícola, empresarial, adecuación de tierras, vías, 
servicios públicos y otros necesarios para lograr el desarrollo rural campesino, como una 
estrategia orientada a transformar las condiciones de producción de los campesinos. 
 
Que el artículo 43 de la ley 160 de 1994 estableció que “en desarrollo de las funciones que 
señalan los numerales 11 y 12 del artículo 12 de esta Ley, el INCORA ejecutará 
directamente o mediante contratación con organizaciones campesinas o con entidades de 
reconocida idoneidad y previa aceptación de la comunidad beneficiaria, un programa de 
apoyo a la gestión empresarial rural para beneficiarios de los programas de adquisición y 
redistribución de tierras, constitución o ampliación de resguardos y adjudicación de baldíos, 
al comenzar dichos programas, con el fin de habilitarlos para recibir los servicios de apoyo 
al desarrollo rural que ofrecen otras entidades del Gobierno. En ningún caso cada 
programa de apoyo a la gestión empresarial rural podrá tener una duración superior a dos 
años”. 
 
Que el Decreto 2363 de 2015 “Por el cual se crea la Agencia Nacional de Tierras, ANT, se 
fija su objeto y estructura”, creó la Agencia Nacional de Tierras, ANT, como una agencia 
estatal de naturaleza especial, del sector descentralizado de la Rama Ejecutiva del Orden 
Nacional, cuya calidad es la de máxima autoridad de las tierras de la Nación y en 
consecuencia tiene el objeto de “(…) ejecutar la política de ordenamiento social de la 
propiedad rural formulada por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, para lo cual 
deberá gestionar el acceso a la tierra como factor productivo, lograr la seguridad jurídica 
sobre ésta, promover su uso en cumplimiento de la función social de la propiedad y 
administrar y disponer de los predios rurales de propiedad de la Nación”. 
 
Que el artículo 4 del mismo decreto estableció dentro de las primeras funciones de la 
Agencia Nacional del Tierras las de “1. Ejecutar las políticas formuladas por el Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural, sobre el ordenamiento social de la propiedad rural”; y en 
el mismo sentido “2. Ejecutar procesos de coordinación para articular e integrar las 
acciones de la Agencia con las autoridades catastrales, la Superintendencia de Notariado 
y Registro, y otras entidades y autoridades públicas, comunitarias o privadas de acuerdo 
con las políticas y directrices fijadas por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural”. 
 
Que el artículo 38 ibidem estableció que todas las referencias normativas hechas al 
INCORA o al INCODER, en relación con los temas de ordenamiento social de la propiedad 
rural, deben entenderse referidas a la Agencia Nacional de Tierras -ANT-. 
 
Que el Decreto 1406 de 2023, adicionó el Título 23 a la Parte 14 del Libro 2 del Decreto 
1071 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo Agropecuario, 
Pesquero y de Desarrollo Rural, reglamenta la “Organización y Funcionamiento del 
Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural”. 
 
Que, en consecuencia, es necesario reglamentar la implementación de proyectos 
productivos sostenibles que promuevan el mejoramiento económico, social y cultural de la 
población rural, y sus formas asociativas campesinas, en torno al cumplimiento de la 
función social y ecológica de la propiedad, y el estímulo a su participación en el proceso 
integral de la Reforma Agraria y de Reforma Rural Integral. 
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En mérito de lo expuesto, 
 

DECRETA: 
 

Artículo 1.  Adicionar. Adiciónese al Título 24 de la Parte 14 del Libro 2 del Decreto 1071 
de 2015, Único Reglamentario del Sector Administrativo Agropecuario, Pesquero y de 
Desarrollo Rural, el siguiente artículo: 

 
Artículo 2.14.24.3. Proyectos productivos sostenibles para la participación en la 
Reforma Agraria. La Agencia Nacional de Tierras – ANT - planeará, formulará, estructurará, 
cofinanciará y ejecutará proyectos para promover la participación de las organizaciones, 
pequeños productores, pequeñas empresas y otras formas asociativas campesinas en el 
proceso integral de la Reforma Agraria y Reforma Rural Integral para lograr su fortalecimiento; 
habilitarlos para recibir los servicios de apoyo al desarrollo rural que ofrecen otras entidades; 
apoyar y coordinar el mejoramiento económico, social y cultural de la población campesina y 
de la producción de alimentos; asistir el cumplimiento de la función social y ecológica de la 
propiedad en: 
 

1) La tierra del Fondo Nacional de Tierras, producto de compra directa, de la donación y 
de la gestión de procesos agrarios, y 

 
2) Dentro de las figuras de territorialidades campesinas: Zonas de Reserva Campesina, 

los Territorios Campesinos Agroalimentarios, Ecosistemas Acuáticos 
Agroalimentarios y otras territorialidades que se reglamenten. 

 
Estos proyectos se implementarán con los campesinos beneficiarios de los programas de 
adquisición y redistribución de tierras, y asignación o reconocimiento de derechos, al 
comenzar dichos programas, y apoyarán las formas campesinas asociativas de producción. 
 
La actuación de la Agencia de Desarrollo Rural – ADR - en los proyectos integrales de 
desarrollo agropecuario y rural y proyectos de desarrollo agropecuario, entre otros, podrán 
ser concomitantes con las gestiones que adelante la ANT en los proyectos productivos 
sostenibles para la participación en la Reforma Agraria y la Reforma Rural Integral. 

 
Artículo 2.   Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y adiciona 
en lo pertinente el Título 24 de la Parte 14 del Libro 2 del Decreto 1071 de 2015. 
 

PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
Dado en Bogotá, D.C., a 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

La Ministra de Agricultura y Desarrollo Rural 
 
 

 
MARTHA VIVIANA CARVAJALINO VILLEGAS 
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Administrativo Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural, en lo 
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1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN SU 

EXPEDICIÓN. 
 
La Constitución Política de Colombia estableció en su artículo 1 que “Colombia es un Estado social de 
derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades 
territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo 
y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general”. 
 
Que la forma organizativa del Estado y los fines constitucionales contemplados en el precitado artículo son 
mandatos imperativos en el desarrollo de las actividades estatales, señalando expresamente el respeto por la 
dignidad humana y la prevalencia del interés general. 
 
Asimismo, el artículo 64 de la Constitución Política, señala que es deber del Estado promover el acceso 
progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios, en forma individual o asociativa, y a los 
servicios de educación, salud, vivienda, comunicaciones, comercialización de los productos, asistencia técnica 
y empresarial, con el fin de mejorar el ingreso y calidad de vida de los campesinos.  
 
Por su parte, el artículo 65 ibidem, establece que la producción de alimentos gozará de la especial protección 
del Estado. Para tal efecto, se otorgará prioridad al desarrollo integral de las actividades agrícolas, pecuarias, 
pesqueras, forestales y agroindustriales. De igual manera, el Estado promoverá la investigación y la 
transferencia de tecnología para la producción de alimentos y materias primas de origen agropecuario, con el 
propósito de incrementar la productividad.  
 
De igual manera, surge como antecedente el proceso de la búsqueda de una paz estable y duradera y la 
terminación definitiva del conflicto armado, que el Gobierno Nacional suscribió con el grupo armado Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia, Ejército del Pueblo (FARC-EP) un nuevo Acuerdo Final para la 
Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera (en Adelante Acuerdo Final) el 24 
de noviembre de 2016.Dicho acuerdo fue refrendado el día 30 de noviembre de 2016, por el Congreso de la 
República. 
 
Por otra parte, y de manera especial en el punto 6.2. del Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la 
construcción de una paz estable y duradera en Colombia, se establecen los principios para la interpretación e 
implementación del mismo a favor de los pueblos étnicos, donde se plantea la protección “a los derechos 
sobre sus tierras, territorios y recursos, que implican el reconocimiento a sus prácticas territoriales, 
ancestrales, el derecho a la restitución y fortalecimiento de su territorialidad, los mecanismos vigentes para la 
protección y seguridad jurídica de las tierras y territorios ocupados o poseídos ancestralmente y/o 
tradicionalmente”. 
 
En dicho sentido, el Acuerdo Final para la construcción de una paz estable y duradera contiene un enfoque 
étnico previsto en el numeral 6.2, donde se consagró, como uno de los principios de interpretación de todos 
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los componentes de este acuerdo, la garantía de los derechos sobre las tierras, territorios y recursos naturales 
de los pueblos étnicos. 
 
Por su parte la Corte Constitucional en Sentencia C-595 de 1995 la Corte afirmó que “si bien es cierto el 
Estado tiene el deber de promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra, especialmente, a quienes 
la trabajan, no es menos cierto que tal fin no se logra únicamente con la adjudicación de tierras baldías, que 
es una forma de hacerlo, sino también con otras políticas, como por ejemplo, la concesión de créditos a largo 
plazo y con facilidades de pago; la creación de subsidios para la compra de tierras, el fomento de las 
actividades agrícolas, etc, que también buscan esa finalidad”. 
 
A su vez, la Corte en Sentencia C-644 de 2012 estableció que existe un “número dramático de población 
campesina desplazada por la violencia y una comprobada escasez de tierra disponible”; que “ha sido una 
preocupación constante del legislador colombiano establecer regímenes normativos que permitan mejorar la 
calidad de vida de los campesinos, así como la productividad de los sectores agrícolas” y que “la 
jurisprudencia constitucional, ha ido reconociendo a través de los casos objetivos y concretos, las 
características específicas que posee el campo como bien jurídico de especial protección constitucional, tanto 
desde los imperativos del Estado social de derecho, como desde la óptica del progreso a través de la 
competitividad y el correcto ejercicio de las libertades económicas”. 
 
Que las facultades para ejecutar programas de apoyo a la gestión empresarial sobre sujetos de reforma 
agraria dispuestos en la Ley 160 de 1994, existen desde la promulgación de esa norma a favor del INCORA 
y el INCODER, que en virtud de su desaparición y por el artículo 38 del Decreto 2363 de 2015 se estableció 
que todas las referencias normativas hechas al INCORA o al INCODER, en relación con los temas de 
ordenamiento social de la propiedad rural, deben entenderse referidas a la Agencia Nacional de Tierras. 
 
En consecuencia, de lo anterior el contenido normativo no consagra nuevas funciones, sino que armoniza el 
diseño institucional actual respecto de las funciones previstas en Leyes previas. El acto administrativo es 
conveniente y oportuno en el marco de la reactivación del sistema de reforma agraria dispuesto en la Ley 160 
de 1994. 
 

2. AMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO 
 
Son sujetos destinatarios de los contenidos normativos, el sujeto de reforma agraria de la Ley 160 de 1994, 
con las limitantes previstas que recae con relación a la materia sobre: 
 
1) La tierra del Fondo Nacional de Tierras, producto de compra directa, de la donación y de la gestión 
de procesos agrarios, y 
 
2) Dentro de las figuras de ordenamiento territorial a favor de las comunidades campesinas: Zonas de 
Reserva Campesina, los Territorios Campesinos Agroalimentarios y los Ecosistemas Acuáticos 
Agroalimentarios. 
 
Estas características excluyen sujetos de formalización del Decreto Ley 902 de 2017 que resulten 
beneficiarios a título oneroso y focaliza con consistencia de política pública en las figuras de ordenamiento 
pertinentes. 
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3. VIABILIDAD JURÍDICA 
 

3.1 Análisis de las normas que otorgan la competencia para la expedición del proyecto normativo 
 
La cláusula general de competencia prevista en el numeral 11 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política 

y visto el numeral tercero del artículo 59 de la Ley 489 de 1998, es claro que concurre competencia para 
reglamentar los artículos 1, 2, 4, 7, 12 y 43 de la ley 160 de 1994. 

 
3.2 Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada 
 
3.2.1 El artículo 12, numerales 11 y 12 de la Ley 160 de 1994, así como los artículos 1, 2, 4, 7, 12 y 43de la 

Ley 160 de 1994 se encuentran vigentes. 
 
Nota: El artículo 38 del Decreto 2363 de 2015 que todas las referencias normativas hechas al INCORA o al 

INCODER, en relación con los temas de ordenamiento social de la propiedad rural, deben entenderse 
referidas a la Agencia Nacional de Tierras -ANT-. 

 
3.3. Disposiciones derogas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas  
 
3.3.1 Adiciona el Título 24 de la Parte 14 del Libro 2 del Decreto 1071 de 2015, Único Reglamentario del 

Sector Administrativo Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural, así: 
 
3.4 Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la expedición del 

proyecto normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción) 
 
No hay jurisprudencia de tribunal de cierre que impacte directamente la regulación. 
 
3.5 Circunstancias jurídicas adicionales  
 
Especial atención merece la concordancia funcional de la ANT con la ADR, el contenido normativo del 

decreto es cuidadoso en señalar el marco de competencias diferencial de una y otro, que podrá ser 
concurrente. 

 
Así las cosas, la ANT funcionará como incubadora del tejido socioeconómico mínimo que los señalados 

sujetos de reforma agraria requieren para garantizar su permanencia y especial relación con la tierra y 
formas de producción propias, promoviendo además su inclusión y formas asociativas dentro de la 
reforma agraria, preparando estos tejidos para otros programas de Desarrollo ofertadas por otras 
entidades públicas o privadas, como la ADR. 

 
En general se busca construir una base consistente con las primeras fases de asignación de tierra que 

pueda ser posteriormente acelerada por la oferta pública o privada, principalmente aquella formulada por 
la ADR. Por lo que se concluye que, aunque los verbos rectores que implican su concentración dentro 
del DUR del sector son idénticos, los destinatarios y contenido de los proyectos productivos resultan 
claramente diferenciables. 

 
4. IMPACTO ECONÓMICO (Si se requiere) 
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El proyecto normativo no genera costos en su implementación. 

 
5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL (Si se requiere) 

 
El proyecto normativo no requiere de presupuestos adicionales para su implementación 
 

6.  IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN (Si se 
requiere) 
(Por favor indique el proyecto normativo tiene impacto sobre el medio ambiente o el Patrimonio cultural de la Nación)  

El proyecto no tiene impacto sobre el medio ambiente o el Patrimonio Cultural de la Nación 
 

7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO (Si cuenta con ellos)  

 

No requiere estudios técnicos por tratarse exclusivamente del desarrollo de una facultad de Ley 

 

ANEXOS:  

Certificación de cumplimiento de requisitos de consulta, publicidad y de 
incorporación en la agenda regulatoria  
(Firmada por el servidor público competente –entidad originadora) 

x 

Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 
(Cuando se trate de un proyecto de reglamento técnico o de procedimientos de 
evaluación de conformidad) 

N/A 

Informe de observaciones y respuestas  
(Análisis del informe con la evaluación de las observaciones de los ciudadanos y 
grupos de interés sobre el proyecto normativo) 

N/A 

Concepto de Abogacía de la Competencia de la Superintendencia de Industria 
y Comercio 
(Cuando los proyectos normativos tengan incidencia en la libre competencia de los 
mercados) 

N/A 

Concepto de aprobación nuevos trámites del Departamento Administrativo de 
la Función Pública 
(Cuando el proyecto normativo adopte o modifique un trámite) 

X 

Otro  
(Cualquier otro aspecto que la entidad originadora de la norma considere relevante o 
de importancia) 

N/A 

 
Aprobó: 
 

 
Jose Luis Quiroga Pacheco      Polivio Leandro Rosales 
Director de Ordenamiento Social de la Propiedad Rural  Viceministro de Desarrollo Rural 
Y Uso Productivo del Suelo 
 
 
Jorge Enrique Moncaleano Ospina 
Jefe Oficina Asesora Jurídica 

diting
Manual


